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Corte Constitucional
	 
          

          COMUNICADO No. 29
               Julio 23 y 24 de 2013
 


La Corte Constitucional determinó que no se configuran las causales de nulidad de la Sentencia C-577/11 invocadas por la Procuradora General de la Nación encargada. Vigencia y efectos de las sentencias de control abstracto de constitucionalidad. Discrepancia de fondo con la interpretación efectuada por la corte no constituye causal para cuestionar la validez de la sentencia porque buscan reabrir un debate concluido  
	 VI.   SOLICITUD DE NULIDAD DE LA SENTENCIA C-577/11  
         AUTO 155/ 13     (julio 24)
         M.P. Gabriel Eduardo Mendoza Martelo



La Sala Plena de la Corte Constitucional, denegó la solicitud de nulidad de la sentencia C-577/11 presentada por la Procuradora General de la Nación encargada Martha Isabel Castañeda Curvelo y rechazó, por falta de legitimación, la solicitud de nulidad presentada por los ciudadanos Luis Alfonso Martínez Villamizar y Amanda Janneth Rodríguez López. 

Para resolver los cuestionamientos planteados, la Corporación consideró necesario reiterar que, de conformidad con los artículos 45 y 56 de la Ley Estatutaria de la Administración de Justicia, las sentencias que profiere en ejercicio de control abstracto de constitucionalidad tienen efectos hacia el futuro, salvo que la Corte resuelva lo contrario. Estos efectos corren a partir del día siguiente a la fecha en que se adopte la sentencia, con independencia de las vicisitudes originadas en la fijación del texto definitivo aprobado, en su suscripción o en la consignación de las aclaraciones y salvamentos de voto. Esta regla se sustenta en los efectos erga omnes predicables de los fallos de constitucionalidad, por cuya virtud son obligatorios, generales y oponibles a todas las personas, sin excepción de ninguna índole. En este sentido, la Corte apuntó a que carece de toda lógica mantener en el ordenamiento una norma contraria a la Carta mientras el fallo cobra ejecutoria. Así mismo, señaló que la determinación precisa de los efectos de una sentencia de constitucionalidad no puede quedar diferida a las incidencias propias de su notificación y ejecutoria, que con toda su innegable importancia, son intranscendentes para la determinación de los efectos del fallo, aunque permiten establecer el término para presentar la solicitud de nulidad de la sentencia.  

Después de examinar los argumentos expuestos por la Procuradora General encargada, la Corte concluyó que no se configuraba ninguna de las presuntas causales de nulidad de la sentencia C-577/11 alegadas al proponer este incidente. En relación con los aspectos de procedimiento, que se señala habrían vulnerado el debido proceso, la Corte determinó que: (i) Los artículos 7, 12 y 48 del Decreto 2067 de 1991, que regula el procedimiento de los juicios que se adelantan ante la Corte Constitucional, no imponen como requisito insoslayable que las consideraciones en las cuales la Corporación funde las decisiones que adopte deban ser construidas a partir de referencias expresas al concepto del Ministerio Público y que, en consecuencia, su concepto tenga que ser citado a cada paso, a riesgo de que de no hacerse así quepa entender que el Procurador no sea oído. Este alegato no constituye causal de nulidad y, por ende, relevó a la Corte de emprender la revisión exhaustiva de las consideraciones vertidas en la sentencia atacada. (ii) Para la Corte, no es de recibo el cuestionamiento referente a que si ocho de los nueve magistrados anunciaron que aclararían su voto y una magistrada aclaró y salvó  el voto, sin que hasta la fecha en que se presentó la solicitud de nulidad se conocieran, se habría violado el plazo establecido en el Decreto 2067 de 1991, resultaría imposible determinar si las consideraciones fueron aprobadas por la mayoría de los asistentes y si eran o no necesarias nuevas votaciones. Observó que este alegato está construido con base en suposiciones que no tienen el alcance suficiente para generar la nulidad, ya que no constituyen acusaciones concretas e indicativas de que efectivamente se adoptaron decisiones sin la mayoría requerida. Además, advirtió que el artículo 56 de la Ley Estatutaria de la Administración de Justicia le asignó a la Corte competencia para determinar en su reglamento, “la forma como serán expedidas y firmadas las providencias” y establecer un término para consignar los salvamentos y aclaraciones de voto “sin perjuicio de la publicidad de la sentencia” que “tendrá la fecha en que se adopte”. (iii) En relación con el supuesto desconocimiento del artículo 16 del Decreto 2067 de 1991, la Corporación observó que esta disposición fue derogada por los artículos 56 y 64 de la Ley Estatutaria de la Administración de Justicia, que autorizan a las Cortes a dar publicidad de un fallo que ha sido votado antes de que sea documentado y firmado el texto aprobado. (iv) Respecto a la participación del doctor Juan Carlos Henao en la sentencia C-577/11, es claro que al momento de deliberarse y votarse sobre la misma, tenía la calidad de magistrado de la Corte Constitucional, lo cual le confirió facultad para suscribir el fallo, el cual se consolidó en el momento en que la misma se adoptó y no en fecha distinta. (v) En cuanto al presunto desconocimiento de la cosa juzgada y el carácter obligatorio de las sentencias de la Corte, por haber modificado “diametralmente” toda la jurisprudencia la Corporación sobre el concepto de familia, valiéndose de salvamentos y aclaraciones de voto anteriores, reiteró que la obligatoriedad de las sentencias de constitucionalidad no le impiden al supremo juez constitucional replantear su jurisprudencia en decisiones posteriores, caso en el cual la obligatoria observancia y la cosa juzgada se predican de la sentencia en la cual la Corte haya efectuado el replanteamiento 

En relación con el alegato por vulneración directa de la Constitución y desconocimiento del debido proceso a causa de la sustitución del concepto constitucional de familia, la Corte observó que en esencia plantea una discrepancia radical entre el Ministerio Público y la posición que respecto del concepto de familia sostuvo la Corporación en la sentencia C-577/11. Indicó que como lo ha reiterado la jurisprudencia constitucional, cualquier inconformidad con la interpretación dada por la Corte, con la valoración probatoria o con los criterios argumentativos que sustentan la sentencia, no pueden constituir fundamentos suficientes para solicitar su nulidad, ya que este tipo de situaciones no implican la vulneración del debido proceso, sino que constituyen meras apreciaciones connaturales al desacuerdo o inconformismo del solicitante con la decisión. Finalmente, señaló que contra esta decisión no procede recurso alguno.

4.
Aclaraciones de voto

Los magistrados María Victoria Calle Correa, Jorge Iván Palacio Palacio, Nilson Pinilla Pinilla, Alberto Rojas Ríos y Luis Ernesto Vargas Silva anunciaron la presentación de aclaraciones de voto, toda vez que aunque comparten la decisión denegatoria de la nulidad de la sentencia C-577/11, consideran necesario precisar algunos aspectos de la motivación. Ello también atiende la aclaración de voto que en su momento formularon respecto a la sentencia.

JORGE IVÁN PALACIO PALACIO

Presidente
